
BOE núm. 263 Sábado 2 noviembre 2002 38839

8.4 Las entidades beneficiarias deberán acreditar estar al corriente
de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social antes de percibir
la ayuda.

8.5 La ejecución de las ayudas o subvenciones se realizará conforme
a las normas generales que regulan los gastos de las Universidades públicas
y, en su caso, de acuerdo con las directrices de la Dirección General de
Universidades, la cual podrá recabar información y verificar cualquier
aspecto relacionado con la solicitud subvencionada. Cualquier modifica-
ción en las condiciones iniciales de aprobación deberá ser autorizada por
la Dirección General de Universidades.

9. Seguimiento

9.1 El seguimiento de las ayudas concedidas es competencia de la
Dirección General de Universidades, que establecerá los procedimientos
adecuados para ello y podrá designar, asimismo, los órganos o comisiones
que estime oportuno para realizarlo, los cuales podrán solicitar la pre-
sentación de la información complementaria que consideren necesaria para
el seguimiento.

9.2 En el material didáctico, así como las publicaciones, material grá-
fico y de difusión de cualquiera de las acciones financiadas por la presente
convocatoria, será indispensable hacer mención a la Dirección General
de Universidades, Secretaría de Estado de Educación y Universidades,
del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.

9.3 Si como resultado del seguimiento, se observase el incumplimiento
de los objetivos inicialmente previstos, podrán proponerse las acciones
legales que procedan.

9.4 El plazo para la justificación final de las ayudas será de tres meses,
contados a partir de la finalización de la actividad financiada, mediante
la presentación de una Memoria sobre las actividades desarrolladas. Dicha
Memoria irá acompañada de un certificado de la Gerencia o servicio de
contabilidad de la Universidad en el que se especifiquen, detallados por
conceptos, los gastos efectuados. Junto con el informe se remitirá asimismo,
si procede, fotocopia del reintegro al Tesoro Público de los fondos no
utilizados

21317 ORDEN ECD/2721/2002, de 10 de octubre, por la que se
inscribe en el Registro de Fundaciones la denominada
«Fundación para la Investigación en Contabilidad y Audi-
toría», de Sevilla.

Examinado el expediente de inscripción de la «Fundación para la Inves-
tigación en Contabilidad y Auditoría», en el Registro de Fundaciones del
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, según lo dispuesto en la
Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales
a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en el Regla-
mento de Fundaciones de Competencia Estatal, aprobado por Real Decre-
to 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del Estado» de 6 de marzo)
y en el Reglamento del Registro de Fundaciones de Competencia Estatal,
aprobado por Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo («Boletín Oficial del
Estado» del 29),

Antecedentes de hecho

Primero. Constitución de la Fundación.—La Fundación anteriormen-
te citada fue constituida por don Bernabé Escobar Pérez, don Guillermo
Sierra Molina, don José Moreno Rojas, doña María del Pilar de Fuentes
Ruiz, don Fernando Rodríguez Franco, doña María Aranzazu Muñoz Usa-
biaga, doña Lucía Borrero Bejarano, don José Antonio Mallado Rodríguez,
don Manuel Orta Pérez, don José Ángel Pérez López, doña Carmen Núñez
García, don Diego López Herrera, don Antonio Alberto Rafael García Álva-
rez Rementería, don Mariano Sánchez Barrios y doña Miriam Núñez Torra-
do en Sevilla el 12 de diciembre de 2001, según consta en la escritura
pública número seis mil ochocientos setenta y cinco, otorgada ante el
notario del Ilustre Colegio de Sevilla don Arturo Otero López-Cubero, sub-
sanada y rectificada en la escritura de 26 de julio de 2002, autorizada
por el mismo notario, con el número seis mil quinientos ochenta y cinco.

Segundo. Domicilio y ámbito de la Fundación.—El domicilio de la
Fundación quedó establecido en la Facultad de Ciencias Económicas y
Empresariales de la Universidad de Sevilla, Departamento de Contabilidad
y Economía Financiera, sita en Sevilla, avenida de Ramón y Cajal, sin
número, y su ámbito es estatal.

Tercero. Dotación.—Se estableció como dotación de la Fundación la
cantidad de nueve mil quince euros y nueve céntimos (9.015,09 euros).

La dotación, totalmente desembolsada, consiste en efectivo metálico ingre-
sado en entidad bancaria.

Cuarto. Fines de la Fundación.—En los Estatutos que han de regir
la Fundación, incorporados a la escritura de constitución a que se refiere
el antecedente de hecho primero, figuran como fines de la Fundación los
siguientes: «El fomento de la investigación en las disciplinas científicas
de Contabilidad y Auditoría. Dicho fin fundacional se conseguirá a través
de actividades tales como: Promoción y organización de congresos, semi-
narios, jornadas, cursos...; fomento de publicaciones científicas; promoción
de intercambios de carácter nacional e internacional; apoyo técnico y aca-
démico a las tareas investigadoras y cualesquiera otras que tengan como
objetivo el fomento de la investigación, tanto teórica como aplicada, y
la difusión a cualquier nivel de los resultados de la misma y de los avances
experimentados en las disciplinas científicas de Contabilidad y Auditoría».

Quinto. Patronato.—El gobierno, representación y administración de
la Fundación se encomienda a un Patronato, cuyos miembros ejercerán
sus cargos de Patrono gratuitamente y que se obliga a la rendición de
cuentas al Protectorado.

Inicialmente, el Patronato queda constituido por: Presidente, don Gui-
llermo Sierra Molina; Secretario, don José Moreno Rojas; Vocales, don
Bernabé Escobar Pérez, doña María del Pilar de Fuentes Ruiz, don Fer-
nando Rodríguez Franco, doña María Aranzazu Muñoz Usabiaga, doña
Lucía Borrero Bejarano, don José Antonio Mallado Rodríguez, don Manuel
Orta Pérez, don José Ángel Pérez López, doña Carmen Núñez García, don
Diego López Herrera, don Antonio Alberto Rafael García Álvarez Remen-
tería, don Mariano Sánchez Barrios y doña Miriam Núñez Torrado.

En la escritura de constitución consta la aceptación de los cargos
indicados.

Se designa a los miembros del Comité Ejecutivo, constituido por el
Presidente del Patronato, don Guillermo Sierra Molina; el Secretario del
Patronato, don José Moreno Rojas; como Tesorero del Comité Ejecutivo,
don Bernabé Escobar Pérez, y como Vocales del Comité Ejecutivo, don
Diego López Herrera y don Manuel Orta Pérez.

Fundamentos jurídicos

Primero.—Resultan de aplicación para la resolución del expediente:

El artículo 34 de la Constitución Española, que reconoce el derecho
a fundar para fines de interés general.

La Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General.

El Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal, aprobado por
Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del Estado» de 6
de marzo).

El Reglamento del Registro de Fundaciones de Competencia Estatal,
aprobado por Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo («Boletín Oficial del
Estado» del 29).

El Reglamento de Fundaciones Culturales Privadas y Entidades Aná-
logas y de los Servicios Administrativos encargados de las mismas, apro-
bado por Decreto 2930/1972, de 21 de julio («Boletín Oficial del Estado»
de 30 de octubre), en cuanto no haya sido derogado por las disposiciones
anteriormente citadas.

La Orden de la Ministra de Educación, Cultura y Deporte, de 1 de
febrero de 2001 («Boletín Oficial del Estado» del 9), en virtud de la cual
se delegan en el Secretario general técnico del Departamento las com-
petencias relativas al Protectorado de Fundaciones que corresponden al
mismo.

Segundo.—Según el artículo 36.2 de la Ley 30/1994, la inscripción de
las Fundaciones requerirá el informe favorable del Protectorado en cuanto
a la persecución de fines de interés general y a la suficiencia de la dotación,
procediendo, en este caso, un pronunciamiento favorable sobre ambos
extremos.

Tercero.—Según la disposición transitoria única del Reglamento del
Registro de Fundaciones de Competencia Estatal, hasta tanto no entre
en funcionamiento dicho Registro, subsistirán los actualmente existentes,
por lo que procede la inscripción de la «Fundación para la Investigación
en Contabilidad y Auditoría» en el Registro de Fundaciones del Ministerio
de Educación, Cultura y Deporte.

Por todo lo cual, este Ministerio, previo informe del Servicio Jurídico
del Departamento, ha dispuesto acordar la inscripción en el Registro de
Fundaciones del Departamento de la denominada «Fundación para la Inves-
tigación en Contabilidad y Auditoría», de ámbito estatal, con domicilio
en la Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales de la Universidad
de Sevilla, Departamento de Contabilidad y Economía Financiera, sita en
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Sevilla, avenida de Ramón y Cajal, sin número, así como del Patronato
cuya composición figura en el quinto de los antecedentes de hecho.

Notifíquese a los interesados a los efectos previstos en el artículo 58.2
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modi-
ficada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

Madrid, 10 de octubre de 2002.—P. D. (Orden de 1 de febrero de 2001,
«Boletín Oficial del Estado» del 9), el Secretario general técnico, José Luis
Cádiz Deleito.

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

21318 RESOLUCIÓN de 21 de octubre de 2002, de la Secretaría
General Técnica, por la que se da publicidad al Convenio
Específico 2002 al Convenio de colaboración suscrito entre
el Instituto de la Mujer y el Instituto Canario de la Mujer,
en programas y actuaciones dirigidos específicamente a
las mujeres.

Suscrito el Convenio Específico 2002 al Convenio de colaboración entre
el Instituto de la Mujer y el Instituto Canario de la Mujer, en programas
y actuaciones dirigidos específicamente a las mujeres, y en cumplimiento
de lo dispuesto en el punto dos del artículo 8 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común, procede la publicación en el
«Boletín Oficial del Estado» del citado Convenio, que figura como anexo
de esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 21 de octubre de 2002.—El Secretario general técnico, Luis

Martínez-Sicluna Sepúlveda.

ANEXO

Convenio Específico 2002 al Convenio de colaboración suscrito entre
el Instituto de la Mujer y el Instituto Canario de la Mujer en programas

y actuaciones dirigidas específicamente a las mujeres

En Madrid, a 1 de agosto de 2002.

SE REÚNEN

De una parte, doña Pilar Dávila del Cerro, Directora general del Instituto
de la Mujer (Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales), nombrada mediante
Real Decreto 148/2000, de 2 de febrero («Boletín Oficial del Estado» número
21, del 5), en nombre y representación del citado organismo autónomo;
(Real Decreto 758/1996, de 6 de mayo; Real Decreto 839/1996, de 10 de
mayo; Ley 16/1983, de 24 de octubre; Real Decreto 774/1997, de 30 de
mayo) y, en virtud de lo establecido en el artículo 6.1 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y Procedimiento Administrativo Común, según redacción dada por la Ley
4/1999, de 13 de enero, de modificación de la anterior.

Y de otra, doña Rosa Dávila Mamely, en calidad de Directora del Ins-
tituto Canario de la Mujer, actuando en nombre y representación de este
organismo, en virtud de las competencias que le confiere el artículo 8.2.h)
de la Ley 1/1994, de 13 de enero, sobre la Creación del Instituto Canario
de la Mujer («Boletín Oficial de Canarias» 10, del 24), y en relación con
el Decreto 241/1995, de 28 de julio, por el que se le nombra Directora
del mismo, para lo cual manifiesta estar debidamente facultada.

Ambas partes se reconocen mutua capacidad para obligarse y conve-
nir y

MANIFIESTAN

Primero.—Que el presente Convenio Específico se fundamenta en el
Convenio de colaboración suscrito el 19 de julio de 1992 para llevar a
cabo conjuntamente programas y actuaciones dirigidos a las mujeres entre

el Instituto de la Mujer y el Instituto Canario de la Mujer, como organismos
competentes en materia de políticas para las mujeres.

Segundo.—Que de conformidad con lo establecido en la cláusula segunda
del Convenio de colaboración suscrito el 19 de julio de 1992, los programas
que se llevarán a cabo en el ejercicio de 2002 y que se reflejan en el
presente Convenio Específico, son conformes con la propuesta elaborada
por la Comisión de Seguimiento, en reunión celebrada el día 15 de febrero
de 2002.

Tercero.—Ambas partes, declaran que para la realización de los pro-
gramas contenidos en el presente Convenio Específico, existe crédito sufi-
ciente para el presente ejercicio económico en la Ley de Presupuestos
Generales del Estado y en la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autó-
noma de Canarias.

Cuarto.—Que el artículo 6, apartado uno, de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común, habilita a la Administración
General de Estado y a los órganos de gobierno de las Comunidades Autó-
nomas, para celebrar convenios de colaboración entre sí, y en el ámbito
de sus respectivas competencias; y el artículo 3, apartado uno, letra c),
del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas,
excluye del ámbito de aplicación de la ley citada, los convenios de cola-
boración que celebre la Administración General del Estado o sus Orga-
nismos Autónomos con las Comunidades Autónomas.

Consecuentemente, la Administración General del Estado, a través del
Organismo Autónomo Instituto de la Mujer, y la Administración Auto-
nómica de las Islas Canarias, están habilitados para la suscripción de
este Convenio Específico, el cual quedará fuera del ámbito de aplicación
del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públi-
cas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, excepto
para la resolución de las dudas y de las lagunas que pudieran presentarse,
en cuyo caso serán de aplicación los principios de dicho Real Decreto
Legislativo.

Quinto.—Que para el cumplimiento de los fines de interés general y
social cuya consecución tiene encomendada la Administración General
del Estado, el Instituto de la Mujer del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, tiene interés y se hace necesaria la colaboración con el Instituto
Canario de la Mujer, para desarrollar los programas que más adelante
se reseñan.

Por todo lo manifestado y en virtud de lo dispuesto en el artícu-
lo 6 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común y de la cláusula segunda del
Convenio suscrito el día 28 de julio de 1990, ambas partes acuerdan sus-
cribir el presente Convenio Específico, que se regirá por las siguientes

CLÁUSULAS

Primera.—La Administración General del Estado y la Comunidad Autó-
noma de Canarias realizarán en 2002, los siguientes programas seleccio-
nados de común acuerdo:

1. Cursos de formación

1.1 Acciones.—Como en años anteriores, el Instituto de la Mujer va
a promover acciones formativas dirigidas a colectivos de mujeres y a pro-
fesionales de diversos sectores, durante el presente ejercicio, con la cola-
boración de los organismos de igualdad de las Comunidades Autónomas,
incluido el Instituto Canario de la Mujer.

1.2 Objetivos.—Los objetivos que se pretenden conseguir del programa,
entre otros, son mejorar la cualificación, adaptar la formación a las nece-
sidades del mercado de trabajo, diversificar la formación, proporcionar
formación especializada.

1.3 Cursos.—De este programa se llevarán a cabo los cursos dirigidos
a mujeres desempleadas (NOVA), cuyo objetivo, entre otros, es el de facilitar
su inserción laboral adaptando la formación a las necesidades del mercado
de trabajo.

1.4 Organización.—Ambas partes, aportarán los medios personales,
materiales y financieros necesarios para la celebración de los cursos.

1.5 Condiciones económicas.—Para la realización de este programa
que promueve el Instituto de la Mujer, éste aportará la cantidad de un
millón quinientos dos mil quinientos treinta euros con veintiseis céntimos
(1.502.530,26) para los cursos del punto 1.3, que serán impartidos a las
personas beneficiarias de las Comunidades Autónomas que participen en


